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LEGISLACIÓN VIGENTE PROYECTO DE LEY

Código Penal 

LIBRO PRIMERO

TÍTULO TERCERO
DE LAS PENAS.

   § II. De la clasificación de las penas. 

    ART. 21.  Las penas que pueden imponerse con arreglo a este Código y sus
diferentes clases, son las que comprende la siguiente:

    ESCALA GENERAL.     

    PENAS DE CRÍMENES.      

    Presidio perpetuo calificado.     
    Presidio perpetuo.      
    Reclusión perpetua.      
    Presidio mayor.      
    Reclusión mayor.      
    Relegación perpetua.      
    Confinamiento mayor.      
    Extrañamiento mayor.      
    Relegación mayor.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos, derechos políticos
y profesiones titulares.  
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Inhabilitación  absoluta  perpetua  para  cargos,  empleos,  oficios  o  profesiones
ejercidos  en  ámbitos  educacionales  o  que  involucren  una  relación  directa  y
habitual con personas menores de edad.

Inhabilitación  absoluta  perpetua  para  cargos,  empleos,  oficios  o  profesiones
ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación
directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o
personas en situación de discapacidad.

Inhabilitación  absoluta  perpetua  para  ejercer  cargos,  empleos,  oficios  o
profesiones en empresas que contraten con órganos o empresas del Estado o
con empresas o asociaciones en que éste tenga una participación mayoritaria; o
en empresas que participen en concesiones otorgadas por  el  Estado o cuyo
objeto sea la provisión de servicios de utilidad pública.

Inhabilitación especial  perpetua para algún cargo u oficio  público  o profesión
titular.

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  ejercer  cargos,  empleos,  oficios  o
profesiones en empresas que contraten con órganos o empresas del Estado o
con empresas o asociaciones en que éste tenga una participación mayoritaria; o
en empresas que participen en concesiones otorgadas por  el  Estado o cuyo
objeto sea la provisión de servicios de utilidad pública.

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos,  empleos,  oficios  o  profesiones
ejercidos  en  ámbitos  educacionales  o  que  involucren  una  relación  directa  y
habitual con personas menores de edad.
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Inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos,  empleos,  oficios  o  profesiones
ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación
directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o
personas en situación de discapacidad.

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos  y  oficios  públicos  y  profesiones
titulares.

Inhabilitación  especial  temporal  para algún  cargo u oficio  público  o  profesión
titular.

PENAS DE SIMPLES DELITOS.

Presidio menor.
Reclusión menor.
Confinamiento menor.
Extrañamiento menor.
Relegación menor.
Destierro.

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos,  empleos,  oficios  o  profesiones
ejercidos  en  ámbitos  educacionales  o  que  involucren  una  relación  directa  y
habitual con personas menores de edad.

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos,  empleos,  oficios  o  profesiones
ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación
directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o
personas en situación de discapacidad.

Inhabilitación  absoluta  temporal  para  ejercer  cargos,  empleos,  oficios  o
profesiones en empresas que contraten con órganos o empresas del Estado o
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con empresas o asociaciones en que éste tenga una participación mayoritaria; o
en empresas que participen en concesiones otorgadas por  el  Estado o cuyo
objeto sea la provisión de servicios de utilidad pública.

Inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas.

Suspensión de cargo u oficio público o profesión titular.

Inhabilidad perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o animal.

Suspensión para conducir vehículos a tracción mecánica o animal.

Inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.

1) Intercálase, en la escala general del artículo 21 prevista en el inciso primero,
respecto de simples delitos, a continuación del párrafo noveno, el siguiente párrafo
décimo, nuevo:

“Inhabilitación  especial  temporal  para  desempeñarse  como  gerente,  director,
liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a
fiscalización  de  una  Superintendencia  o  de  la  Comisión  para  el  Mercado
Financiero.”.

PENAS DE LAS FALTAS.

Prisión.
Inhabilidad  perpetua  para  conducir  vehículos  a  tracción  mecánica  o  animal.
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Suspensión para conducir vehículos a tracción mecánica o animal.

PENAS COMUNES A LAS TRES CLASES ANTERIORES.

Multa.
Pérdida o comiso de los instrumentos o efectos del delito.

PENAS ACCESORIAS DE LOS CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS.

ELIMINADA.
Incomunicación con personas extrañas al establecimiento penal, en conformidad
al Reglamento carcelario.

Penas sustitutivas por vía de conversión de la multa.
Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

§ III. De los límites, naturaleza y efectos de las penas.

ART. 39 quáter.- La pena de inhabilitación absoluta perpetua o temporal para
ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en empresas que contraten con
órganos o empresas del Estado o con empresas o asociaciones en que éste
tenga  una  participación  mayoritaria;  o  en  empresas  que  participen  en
concesiones otorgadas por el Estado o cuyo objeto sea la provisión de servicios
de utilidad pública, prevista en el artículo 251 quáter de este Código, produce:
      

1º. La privación de todos los cargos, empleos, oficios y profesiones ejercidos en
empresas que contraten con órganos o empresas del Estado o con empresas o
asociaciones en que éste tenga una participación mayoritaria;  o en empresas
que participen en concesiones otorgadas por  el  Estado o cuyo objeto sea la
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provisión de servicios de utilidad pública.

2º.  La  incapacidad  para  obtener  los  cargos,  empleos,  oficios  y  profesiones
mencionados,  perpetuamente  cuando  la  inhabilitación  es  perpetua,  y  por  el
tiempo de la condena cuando es temporal.

La pena de inhabilitación absoluta temporal de que trata este artículo tiene una
extensión de tres años y un día a diez años y es divisible en la misma forma que
las penas de inhabilitación absoluta y especial temporales.

En  este  caso,  ejecutoriada  que  sea  la  sentencia  definitiva,  el  tribunal  la
comunicará a la Dirección de Compras y Contratación Pública. Dicha Dirección
mantendrá un registro público actualizado de las personas naturales a las que se
les haya impuesto esta pena.

2) Agrégase el siguiente artículo 39 quinquies, nuevo:

“Art. 39 quinquies.- La pena de inhabilitación especial temporal para desempeñarse
como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad
o entidad sometida a fiscalización de una Superintendencia o de la Comisión para
el Mercado Financiero, produce:

1°.  La  privación  de  todos  los  cargos  mencionados  en el  inciso  anterior,  por  el
tiempo de la condena.

2°. La incapacidad para obtener los cargos mencionados en el inciso anterior, por el
tiempo de la condena.”.

LIBRO SEGUNDO
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     CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS Y SUS PENAS

TÍTULO SEXTO 
DE LOS CRÍMENES Y SIMPLE DELITOS CONTRA LA ORDEN Y LA

SEGURIDAD PÚBLICOS COMETIDOS POR PARTICULARES

§ VII. Crímenes y simples delitos relativos a la industria, al comercio y a las
subastas públicas.

  ART. 287 ter. El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado o
mandatario un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero,
para que favorezca o por haber favorecido la contratación con un oferente por
sobre otro será castigado con la pena de reclusión menor en su grado medio, en
el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo,
en el caso del beneficio consentido. Además, se le sancionará con las penas de
multa señaladas en el artículo precedente. 

3) Agrégase el siguiente artículo 287 quáter, nuevo:

“Art. 287 quáter.- Se aumentará la pena en un grado en los casos establecidos en
casos especialmente graves según los arts. 287 bis y 287 ter. Se entenderá que un
caso es especialmente grave:

1°. Si el hecho se refiere a una ventaja de grandes proporciones, o

2°. Si el autor ha actuado prevaleciéndose de su condición profesional o como parte
de una agrupación u organización de dos o más personas destinada a cometer los
hechos punibles a que se refieren los arts. 287 bis y 287 ter, siempre que ésta o
aquélla no constituyere una asociación ilícita de que trata el Párrafo 10 del Título VI
del Libro Segundo.”.

TÍTULO NOVENO
     CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD

§ VII. De los delitos concursales y de las defraudaciones.
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ART. 465. La persecución penal de los delitos contemplados en este Párrafo
sólo podrá iniciarse previa instancia particular del veedor o liquidador del proceso
concursal respectivo; de cualquier acreedor que haya verificado su crédito si se
tratare de un procedimiento concursal de liquidación, lo que se acreditará con
copia  autorizada  del  respectivo  escrito  y  su  proveído;  o  en  el  caso  de  un
procedimiento concursal de reorganización, de todo acreedor a quien le afecte el
acuerdo de reorganización de conformidad a lo establecido en el artículo 66 del
Capítulo III de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y
Personas.

Si se tratare de delitos de este Párrafo cometidos por veedores o liquidadores, la
Superintendencia  de  Insolvencia  y  Reemprendimiento  deberá  denunciarlos  si
alguno de los funcionarios de su dependencia toma conocimiento de aquéllos en
el  ejercicio  de  sus  funciones.  Además,  podrá  interponer  querella  criminal,
entendiéndose para este efecto cumplidos los requisitos que establece el inciso
tercero del artículo 111 del Código Procesal Penal.

4) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 465, a continuación del punto final (.),
que pasa a ser seguido (.),  la siguiente oración:  “Sin perjuicio de lo anterior,  el
Ministerio  Público  siempre  podrá  iniciar  investigaciones  de  oficio  tratándose  de
delitos como los descritos en el presente inciso.”.

Cuando  se  celebren  acuerdos  reparatorios  de  conformidad  al  artículo  241  y
siguientes del Código Procesal Penal, los términos de esos acuerdos deberán
ser  aprobados  previamente  por  la  junta  de  acreedores  respectiva  y  las
prestaciones que deriven de ellos beneficiarán a todos los acreedores, a prorrata
de sus respectivos créditos, sin distinguir para ello la clase o categoría de los
mismos.

Conocerá de los delitos concursales regulados en este Párrafo el tribunal con
competencia en lo criminal del domicilio del deudor.

§ VIII. Estafas y otros engaños.

8



LEGISLACIÓN VIGENTE PROYECTO DE LEY
ART. 470. Las penas privativas de libertad del art. 467 se aplicarán también:

1.° A los que en perjuicio de otro se apropiaren o distrajeren dinero, efectos o
cualquiera  otra  cosa  mueble  que  hubieren  recibido  en  depósito,  comisión  o
administración,  o  por  otro  título  que  produzca  obligación  de  entregarla  o
devolverla.

En cuanto a la prueba del depósito en el caso a que se refiere el art. 2.217 del
Código Civil, se observará lo que en dicho artículo se dispone.

2.° A los capitanes de buques que, fuera de los casos y sin las solemnidades
prevenidas  por  la  ley,  vendieren  dichos  buques,  tomaren  dinero  a  la  gruesa
sobre  su  casco  y  quilla,  giraren  letras  a  cargo  del  naviero,  enajenaren
mercaderías o vituallas o tomaren provisiones pertenecientes a los pasajeros.

3.°  A los que cometieren alguna defraudación abusando de firma de otro en
blanco y extendiendo con ella algún documento en perjuicio del mismo o de un
tercero.

4.°  A  los  que  defraudaren  haciendo  suscribir  a  otro  con  engaño  algún
documento.

5.° A los que cometieren defraudaciones sustrayendo, ocultando, destruyendo o
inutilizando  en todo o en parte algún proceso,  expediente,  documento u otro
papel de cualquiera clase.

6.° A los que con datos falsos u ocultando antecedentes que les son conocidos,
celebraren  dolosamente  contratos  aleatorios  basados  en  dichos  datos  o
antecedentes.

7.° A los que en el juego se valieren de fraude para asegurar la suerte.
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8.° A los que fraudulentamente obtuvieren del Fisco, de las municipalidades, de
las Cajas de Previsión y de las instituciones centralizadas o descentralizadas del
Estado,  prestaciones  improcedentes,  tales  como  remuneraciones,
bonificaciones, subsidios, pensiones, jubilaciones, asignaciones, devoluciones o
imputaciones indebidas.

9.° Al que, con ánimo de defraudar, con o sin representación de persona natural
o jurídica dedicada al rubro inmobiliario o de la construcción, suscribiere o hiciere
suscribir  contrato  de  promesa  de  compraventa  de  inmueble  dedicado  a  la
vivienda, local comercial u oficina, sin cumplir con las exigencias establecidas
por  el  artículo  138  bis  de  la  Ley  General  de  Urbanismo  y  Construcciones,
siempre que se produzca un perjuicio patrimonial para el promitente comprador.

10.° A los que maliciosamente obtuvieren para sí, o para un tercero, el pago total
o  parcialmente  indebido  de  un  seguro,  sea  simulando  la  existencia  de  un
siniestro,  provocándolo  intencionalmente,  presentándolo  ante  el  asegurador
como  ocurrido  por  causas  o  en  circunstancias  distintas  a  las  verdaderas,
ocultando  la  cosa  asegurada  o  aumentando  fraudulentamente  las  pérdidas
efectivamente sufridas.

Si no se verifica el pago indebido por causas independientes de su voluntad, se
aplicará el mínimo o, en su caso, el grado mínimo de la pena.

La pena se determinará de acuerdo con el monto de lo indebidamente solicitado.

11. Al que teniendo a su cargo la salvaguardia o la gestión del patrimonio de otra
persona,  o de alguna parte de éste,  en virtud de la  ley,  de una orden de la
autoridad  o  de  un  acto  o  contrato,  le  irrogare  perjuicio,  sea  ejerciendo
abusivamente  facultades  para  disponer  por  cuenta  de  ella  u  obligarla,  sea
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ejecutando u omitiendo cualquier otra acción de modo manifiestamente contrario
al interés del titular del patrimonio afectado.

Si el hecho recayere sobre el patrimonio de una persona en relación con la cual
el  sujeto fuere guardador,  tutor  o curador,  o  de una persona incapaz que el
sujeto tuviere a su cargo en alguna otra calidad, se impondrá, según sea el caso,
el máximum o el grado máximo de las penas señaladas en el artículo 467.

En caso de que el patrimonio encomendado fuere el de una sociedad anónima
abierta  o  especial,  el  administrador  que  realizare  alguna  de  las  conductas
descritas en el párrafo primero de este numeral, irrogando perjuicio al patrimonio
social, será sancionado con las penas señaladas en el artículo 467 aumentadas
en un grado. Además, se impondrá la pena de inhabilitación especial temporal en
su  grado  mínimo  para  desempeñarse  como  gerente,  director,  liquidador  o
administrador  a  cualquier  título  de  una  sociedad  o  entidad  sometida  a
fiscalización  de  una  Superintendencia  o  de  la  Comisión  para  el  Mercado
Financiero.

5) Intercálase, en el párrafo final del numeral 11 del artículo 470, a continuación de
la expresión “grado”, la frase “; el mismo aumento procederá si el hecho descrito en
el párrafo primero de este numeral recayere en intereses patrimoniales del Estado o
fondos de pensiones”.

En los casos previstos en este artículo se impondrá, además, pena de multa de
la mitad al tanto de la defraudación.

Código Procesal Penal 

Libro Segundo
     Procedimiento ordinario

Título I
     Etapa de investigación

Párrafo 3º 
Actuaciones de la investigación

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:
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Artículo 226 bis.- Técnicas especiales de investigación. Cuando la investigación
de los delitos  contemplados  en la  ley  Nº17.798, en el  artículo  190 de la  ley
Nº18.290 y en los artículos 442, 443, 443 bis, 447 bis, 448 bis y 456 bis A del
Código  Penal,  lo  hicieren  imprescindible  y  existieren  fundadas  sospechas,
basadas en hechos determinados, de la participación en una asociación ilícita, o
en  una  agrupación  u  organización  conformada  por  dos  o  más  personas,
destinada a cometer los hechos punibles previstos en estas normas, aun cuando
ésta o aquella  no configure una asociación ilícita,  el  Ministerio  Público  podrá
aplicar las técnicas previstas y reguladas en los artículos 222 a 226, conforme lo
disponen dichas normas.

1) Modifícase el inciso primero del artículo 226 bis, de la forma que sigue:

i. Intercálase, después de “en la ley N° 17.798,”, lo siguiente: “en la ley N° 18.045,
en el decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas sobre la libre competencia, en la
Ley General de Bancos,”.

ii. Intercálase, entre “y en los artículos” y “442, 443, 443 bis, 447 bis, 448 bis y 456
bis A del Código Penal”, la frase “246 a 251 ter,”.

Además, cumpliéndose las mismas condiciones establecidas en el inciso anterior
y  tratándose de los  crímenes contemplados  en los  artículos  433,  434,  inciso
primero del 436 y 440 del Código Penal y de los delitos a que hace referencia el
inciso precedente, el Ministerio Público podrá utilizar las técnicas especiales de
investigación consistentes en entregas vigiladas y controladas, el uso de agentes
encubiertos e informantes en la forma regulada por los artículos 23 y 25 de la ley
Nº20.000,  siempre que  fuere  necesario  para  lograr  el  esclarecimiento  de  los
hechos, establecer la identidad y la participación de personas determinadas en
éstos, conocer sus planes, prevenirlos o comprobarlos.

Asimismo, cumpliéndose las condiciones señaladas en los incisos anteriores y
tratándose de los delitos  contemplados en la  ley Nº17.798,  podrán utilizarse,
además, agentes reveladores.

Para la utilización de las técnicas referidas en este artículo, el Ministerio Público
deberá siempre requerir la autorización del juez de garantía.

2) Incorpórase el siguiente artículo 226 ter, nuevo:
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“Artículo  226  ter.-  Agente  encubierto  y  agente  revelador.  Para  los  efectos  del
artículo  precedente,  cuando existieren fundadas sospechas,  basadas en hechos
determinados, de que una o más personas hubieren cometido o participado en la
preparación  o  comisión,  o  que  ellas  prepararen  actualmente  la  comisión  o
participación en un hecho constitutivo de alguno de los delitos contenidos en el
artículo  anterior,  el  juez  de  garantía,  a  petición  del  Ministerio  Público,  podrá
autorizar  a funcionarios  policiales  determinados para que se desempeñen como
agentes  encubiertos  o  agentes  reveladores.  Asimismo,  se  podrá  autorizar  su
empleo cuando, en base a hechos o antecedentes determinados, exista peligro de
repetición de los mismos delitos y otros medios de investigación hubieren resultado
ineficaces o insuficientes.

     Agente  encubierto  es  el  funcionario  policial  que  oculta  su  identidad  oficial  y  se
involucra o introduce en las organizaciones delictivas o en meras asociaciones o
agrupaciones  con  propósitos  delictivos,  con  el  objetivo  de  identificar  a  los
participantes,  reunir  información  y  recoger  antecedentes  necesarios  para  la
investigación.  El agente encubierto podrá tener una historia ficticia.  La Dirección
Nacional del Servicio de Registro Civil  e Identificación deberá otorgar los medios
necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.

    Agente revelador es el funcionario policial que simula requerir de otro la ejecución
de una conducta delictiva con el propósito de lograr la concreción de los propósitos
delictivos de éste.

     La  orden judicial  deberá circunscribir  el  ámbito  de actuación de los  agentes en
conformidad a los antecedentes y el delito o los delitos invocados en la solicitud
correspondiente. Asimismo, expresará la duración de la autorización, que no podrá
exceder  de  sesenta  días,  pudiendo  prorrogarse  por  períodos  de  hasta  igual
duración, para lo cual el tribunal deberá examinar cada vez la concurrencia de los
requisitos que hacen procedente esta medida.
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El  agente  encubierto  y  el  agente  revelador  estarán  exentos  de responsabilidad
criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir,
siempre y cuando ellos se hayan cometido en el marco de la autorización judicial
respectiva.”.

Libro Tercero
Recursos

Título I
     Disposiciones generales

Artículo 372.- Del recurso de nulidad. El recurso de nulidad se concede para
invalidar el juicio oral y la sentencia definitiva, o solamente ésta, por las causales
expresamente señaladas en la ley.

Deberá  interponerse,  por  escrito,  dentro  de  los  diez  días  siguientes  a  la
notificación de la sentencia definitiva, ante el tribunal que hubiere conocido del
juicio oral.

3) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 372:

“El plazo de interposición se aumentará un día por cada mes de duración del juicio
oral, no pudiendo exceder de veinte.”.

Ley N° 18.045 de mercado de valores

TITULO XI
    De las sanciones

Art. 59. Sufrirán las penas de presidio menor en su grado medio a presidio
mayor en su grado mínimo:

Artículo  3°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  a  la  ley  N°  18.045,  de
Mercado de Valores:

1) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 59, la frase “presidio menor en su
grado medio a presidio mayor en su grado mínimo” por “presidio menor en su grado
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a)  Los  que  maliciosamente  proporcionaren  antecedentes  falsos  o  certificaren
hechos falsos a la Superintendencia,  a una bolsa de valores o al público en  
general, para los efectos de lo dispuesto en esta ley;

máximo a presidio mayor en su grado medio”.

b)  Los  administradores  y  apoderados  de  una  bolsa  de  valores  que  den
certificaciones falsas sobre las operaciones que se realicen en ella.

 c)  Los  corredores  de  bolsa  y  agentes  de  valores  que  
den  certificaciones  falsas  sobre  las  operaciones  en  que  
hubieren intervenido.

d)  Los  contadores  y  auditores  que  dictaminen  falsamente  sobre  la  situación
financiera de una persona sujeta a obligación de registro de conformidad a esta 
ley.

e) Las personas que infrinjan las prohibiciones consignadas en los artículos 52,
53, inciso primero del artículo 85 y letras a), d), e) y h) del artículo 162 de esta
ley.

f) Los directores, administradores y gerentes de un emisor de valores de oferta
pública, cuando efectuaren declaraciones maliciosamente falsas en la respectiva
escritura de emisión de valores de oferta pública, en el prospecto de inscripción,
en  los  antecedentes  acompañados  a  la  solicitud  de  inscripción,  en  las
informaciones  que  deban  proporcionar  a  las  Superintendencias  de  Valores  y
Seguros o de Bancos e Instituciones Financieras en su caso, o a los tenedores
de valores de oferta pública o en las noticias o propaganda divulgada por ellos al
mercado.  

 g) Los socios, administradores y, en general cualquier persona que en razón de
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su cargo o posición en las sociedades clasificadoras,  se concertare con otra
persona para otorgar una clasificación que no corresponda al riesgo de los títulos
que clasifique.

Art. 60. Sufrirán las penas de presidio menor en cualquiera de sus grados:    

a) Los que hicieren oferta pública de valores sin cumplir con los requisitos de
inscripción en el Registro de Valores que exige esta ley o lo hicieren respecto de
valores cuya inscripción hubiere sido suspendida o cancelada.

2)  Sustitúyese,  en el  inciso primero del  artículo 60,  la  frase “presidio  menor en
cualquiera de sus grados” por “presidio menor en sus grados medio a máximo”.

b) Los que actuaren directamente o en forma encubierta como corredores de
bolsa, agentes de valores o clasificadores de riesgo, sin estar inscritos en los
Registros  que  exige  esta  ley  o  cuya  inscripción  hubiere  sido  suspendida  o
cancelada, y los que a sabiendas les facilitaren los medios para hacerlo;

c) Los que sin estar legalmente autorizados utilicen las expresiones reservadas a
que se refieren los artículos 37 y 71.

d) Los socios, administradores y, en general cualquier persona que en razón de
su cargo o posición en las sociedades clasificadoras, tenga acceso a información
reservada de los emisores clasificados y revele el contenido de dicha información
a terceros;

e) Las personas a que se refiere el artículo 166 que al efectuar transacciones u
operaciones de valores de oferta pública, de cualquier naturaleza en el mercado
de  valores  o  en  negociaciones  privadas,  para  sí  o  para  terceros,  directa  o
indirectamente, usaren deliberadamente información privilegiada;
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f) Los que defraudaren a otros adquiriendo acciones de una sociedad anónima
abierta, sin efectuar una oferta pública de adquisición de acciones en los casos
que ordena esta ley;

g) El que valiéndose de información privilegiada ejecute un acto, por sí o por
intermedio de otras personas, con objeto de obtener un beneficio pecuniario o
evitar una pérdida, tanto para sí como para terceros, mediante cualquier tipo de
operaciones o transacciones con valores de oferta pública;

h)  El  que revele  información privilegiada,  con objeto  de obtener  un beneficio
pecuniario o evitar una pérdida, tanto para sí como para terceros, en operaciones
o transacciones con valores de oferta pública;

i)  Los que indebidamente  utilizaren en beneficio  propio  o de terceros valores
entregados en custodia por el titular o el producto de los mismos, y

j) El que deliberadamente elimine, altere, modifique, oculte o destruya registros,
documentos,  soportes  tecnológicos  o  antecedentes  de  cualquier  naturaleza,
impidiendo o dificultando con ello la fiscalización de la Superintendencia.

Artículo 61. El que con el objeto de inducir a error en el mercado de valores
difunda información falsa o tendenciosa, aun cuando no persiga con ello obtener
ventajas o beneficios para sí o terceros, sufrirá la pena de presidio menor en
sus grados mínimo a medio.

3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 61, la frase “presidio menor en sus
grados mínimo a medio” por “presidio menor en sus grados medio a máximo”.

La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado, cuando la
conducta descrita la realice el que en razón de su cargo, posición, actividad o
relación, en la Superintendencia o en una entidad fiscalizada por ella, pudiera
poseer o tener acceso a información privilegiada.
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Artículo 63.- No podrá hacerse oferta pública de valores por emisores que se
encuentren  en  estado  de  insolvencia.  Igualmente,  deberá  suspenderse  la
emisión de valores de oferta pública desde que el emisor cayera en estado de
insolvencia.

Los administradores que sabiendo o debiendo saber el estado de insolvencia en
que se encuentran las empresas por ellos administradas, acordaren, decidieren o
permitieren que éstas incurran en hechos contrarios a lo establecido en el inciso
anterior,  serán sancionados con el máximo de las penas señaladas en el
artículo 467 del Código Penal. Estas penas se aumentarán en un grado si
las empresas consumaren su oferta y recibieren efectivamente dinero por
los valores que en forma indebida hubieren ofertado públicamente.

4) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 63, el texto “serán sancionados
con el máximo de las penas señaladas en el artículo 467 del Código Penal. Estas
penas  se  aumentarán  en  un  grado  si  las  empresas  consumaren  su  oferta  y
recibieren efectivamente dinero  por  los  valores que en forma indebida  hubieren
ofertado  públicamente.”  por  “serán  sancionados  con  el  máximo  de  las  penas
señaladas en el  artículo 467 del Código Penal,  aumentadas en un grado. Estas
penas  se  aumentarán  en  dos  grados  si  las  empresas  consumaren  su  oferta  y
recibieren efectivamente dinero  por  los  valores que en forma indebida  hubieren
ofertado públicamente.”.

Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de las responsabilidades
civiles y sanciones administrativas que procedieren en conformidad a la ley.

Ley N° 17.322 sobre normas para la cobranza judicial de cotizaciones,
aportes y multas de las instituciones de seguridad social

Artículo 13°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de esta
ley,  se aplicarán las penas del  artículo 467 del  Código Penal  al  que en
perjuicio del trabajador o de sus derechohabientes se apropiare o distrajere
el dinero proveniente de las cotizaciones que se hubiere descontado de la
remuneración del trabajador.

Artículo 4°.- Sustitúyese el artículo 13 de la ley N° 17.322, sobre normas para la
cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad
social, por el siguiente:

“Artículo  13.-  El  empleador  que,  habiendo  descontado  de  la  remuneración  del
trabajador el valor de las cotizaciones previsionales o de seguridad social de cargo
de éste, no las enterare en la respectiva institución previsional,  será sancionado
con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio menor en su grado
máximo. Quedará exento de responsabilidad penal el que regularice su situación de
pago ante la  respectiva institución previsional  antes del  inicio  del  procedimiento
penal.”.
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DFL N° 1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto

ley N° 211, de 1973

TITULO III 
   De la Fiscalía Nacional Económica

Artículo 39º.- El Fiscal Nacional Económico, en el ejercicio de sus funciones,
será independiente de todas las autoridades y tribunales ante los cuales actúe.
Podrá, en consecuencia, defender los intereses que le están encomendados en
la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 211, de
1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia:

Serán atribuciones y deberes del Fiscal Nacional Económico:   

a)  Instruir  las  investigaciones  que  estime  procedentes  para  comprobar  las
infracciones a esta ley, dando noticia de su inicio al afectado. Con conocimiento
del Presidente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, la Dirección
General de la Policía de Investigaciones de Chile deberá poner a disposición del
Fiscal Nacional Económico el personal que éste requiera para el cumplimiento
del cometido indicado en esta letra o ejecutar las diligencias específicas que le
solicite con el mismo objeto.

El Fiscal Nacional Económico, con conocimiento del Presidente del Tribunal de
Defensa de la Libre Competencia, podrá disponer que las investigaciones que se
instruyan de oficio o en virtud de denuncias tengan el carácter de reservadas.

Asimismo, el Fiscal Nacional Económico podrá disponer de oficio o a petición del
interesado, que ciertas piezas del expediente sean reservadas o confidenciales,
siempre que tengan por objeto proteger la identidad de quienes hayan efectuado
declaraciones o aportado antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que
contengan  fórmulas,  estrategias  o  secretos  comerciales  o  cualquier  otro
elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento
competitivo  de  su  titular,  o  resguardar  la  eficacia  de  investigaciones  de  la
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Fiscalía.

Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y previo traslado,  se
aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o que se ordene por el
tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no se hayan agregado al
proceso,  suprimiendo  en ellas  todas las  referencias  que pudieren  revelar  las
identidades u objeto de protección aludidos precedentemente.

El Fiscal Nacional Económico podrá disponer que no se dé noticia del inicio de
una investigación al afectado, con autorización del Tribunal  de Defensa de la
Libre Competencia.

En todos los demás casos, los afectados tendrán acceso al  expediente de la
investigación  que  se  siga  en  su  contra,  sin  perjuicio  de  aquellas  piezas
declaradas reservadas o confidenciales, de conformidad a lo dispuesto en esta
letra y en el artículo 42;

b) Actuar como parte, representando el interés general de la colectividad en el
orden económico,  ante el  Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y los
tribunales de justicia, con todos los deberes y atribuciones que le orrespondan en
esa calidad.

Ante la Corte Suprema, el Fiscal Nacional Económico, por sí  o por delegado,
podrá  defender  o  impugnar  los  fallos  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia.
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Respecto de las investigaciones practicadas por los Fiscales Adjuntos y de los
cargos  formulados  por  éstos,  el  Fiscal  Nacional  Económico  podrá  hacerlos
suyos, ejerciendo sus funciones acusadoras ante el Tribunal de Defensa de la
Libre Competencia o desestimarlos, con informe fundado a esta misma;

c)  Requerir  del  Tribunal  de Defensa de la  Libre  Competencia  el  ejercicio  de
cualquiera de sus atribuciones y la adopción de medidas preventivas con ocasión
de las investigaciones que la Fiscalía se encuentre ejecutando;

d) Velar por el cumplimiento de sus propias resoluciones en las materias a que
se refiere el Título IV de esta ley, así como de los fallos y decisiones que dicten
el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia o los tribunales de justicia en las
materias a que se refiere esta ley;

e)  Emitir  los  informes  que  solicite  el  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia,  en los casos en que el Fiscal Nacional Económico no tenga la
calidad de parte;

f) Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de los organismos y servicios
públicos, de las municipalidades o de las empresas, entidades o sociedades en
que el Estado o sus empresas, entidades o sociedades, o las municipalidades,
tengan  aporte,  representación  o  participación,  quienes  estarán  obligados  a
prestarla,  como asimismo, a proporcionar  los antecedentes que obren en sus
archivos y que el Fiscal Nacional Económico les requiera, aun cuando dichos
antecedentes  se  encuentren  calificados  como  secretos  o  reservados,  de
conformidad a la  legislación vigente,  caso este último en que se requerirá la
autorización previa del Tribunal.
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g) Requerir de cualquier oficina, servicio o entidad referida en la letra anterior,
que ponga a su disposición los antecedentes que estime necesarios para las
investigaciones, denuncias o querellas que se encuentre practicando o en que le
corresponda intervenir.

El Fiscal Nacional Económico también podrá recabar y ejecutar por medio de los
funcionarios  que  corresponda,  el  examen de  toda  documentación,  elementos
contables y otros que estime necesarios;

h) Solicitar a los particulares las informaciones y los antecedentes que estime
necesarios  con  motivo  de  las  investigaciones  que  practique.  Las  personas
naturales y los representantes de personas jurídicas a los que el Fiscal Nacional
Económico requiera antecedentes o informaciones cuya entrega pudiere irrogar
perjuicio  a  sus  intereses  o  a  los  de  terceros,  podrán  solicitar  al  Tribunal  de
Defensa de la  Libre Competencia que deje sin efecto total  o  parcialmente el
requerimiento.

Esta  solicitud  deberá  ser  fundada  y  se  presentará  a  la  Fiscalía  Nacional
Económica  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  a  la  comunicación  del
requerimiento,  cuyos  efectos  se  suspenderán  desde  el  momento  en  que  se
efectúa la respectiva presentación.

El  Tribunal  de Defensa  de la  Libre  Competencia  conocerá  y  resolverá  dicha
solicitud  en  su  sesión  más  próxima,  con  informe  verbal  o  escrito  del  Fiscal
Nacional  Económico,  y  su  pronunciamiento  no  será  susceptible  de  recurso
alguno.

Quienes, con el fin de dificultar, desviar o eludir el ejercicio de las atribuciones de
la Fiscalía Nacional Económica, oculten información que les haya sido solicitada
por  la  Fiscalía  o  le  proporcionen  información  falsa,  incurrirán  en  la  pena  de 1) Sustitúyese, en el párrafo cuarto de la letra h) del inciso segundo del artículo 39,
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presidio menor en sus grados mínimo a medio. Para la aplicación de dichas
penas,  el  Fiscal  Nacional  Económico remitirá  los antecedentes respectivos al
Ministerio Público. Esta comunicación tendrá el carácter de denuncia para los
efectos del artículo 53 del Código Procesal Penal.

la frase “presidio menor en sus grados mínimo a medio” por “presidio menor en sus
grados medio a máximo".

Quienes  estén  obligados  a  dar  respuesta  a  las  solicitudes  de  información
efectuadas por el Fiscal Nacional Económico e injustificadamente no respondan
o respondan sólo parcialmente, serán sancionados con una multa a beneficio
fiscal  de  hasta  dos  unidades  tributarias  anuales  por  cada  día  de  atraso,  de
conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 39 ter, sin perjuicio
de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 42;

i) Ejecutar y celebrar toda clase de actos y contratos sobre bienes muebles e
inmuebles y sobre cosas corporales o incorporales que integren el patrimonio del
Servicio, incluso aquellos que permitan enajenar y transferir el dominio y transigir
respecto  de  derechos,  acciones  y  obligaciones,  sean  contractuales  o
extracontractuales;

 Las transacciones a que se refiere el inciso anterior deberán ser aprobadas por
resolución del Ministerio de Hacienda, cuando se trate de sumas superiores a
dos mil unidades de fomento;

j) Llamar a declarar, o pedir declaración por escrito o por cualquier medio que
garantice la fidelidad de la declaración,  ratificada al  término de la  misma por
quien la prestó, a los representantes, administradores, asesores y dependientes
de las entidades o personas que pudieren tener conocimiento de hechos, actos o
convenciones  objeto  de  investigaciones  y  a  toda  otra  persona  que  hubiere
ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquier naturaleza,
respecto  de  algún  hecho  cuyo  conocimiento  estime  necesario  para  el
cumplimiento de sus funciones.
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Quienes  injustificadamente  no  comparezcan  a  declarar,  habiendo  sido
previamente citados en conformidad a esta letra,  serán sancionados con una
multa a beneficio fiscal de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria
anual, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 39 ter, sin
perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 42;

k)  Requerir  de  los  organismos  técnicos  del  Estado  los  informes  que  estime
necesarios y contratar los servicios de peritos o técnicos;

l)  Celebrar  convenios  o  memorándum  de  entendimiento  con  otros  servicios
públicos  y  universidades,  en  materias  de  cooperación  recíproca.  Asimismo,
celebrar convenios con agencias u otros organismos extranjeros que tengan por
objeto promover o jefender la libre competencia en las actividades económicas;

 m)  Convenir  con  otros  servicios  públicos  y  organismos  del  Estado  la
transferencia electrónica de información, que no tenga el carácter de secreta o
reservada de acuerdo a la ley, para facilitar el cumplimiento de sus funciones.
Asimismo  y  previa  resolución  fundada  del  Fiscal  Nacional  Económico,  podrá
convenir  la  interconexión electrónica con organismos o instituciones privadas.
Del  mismo modo, podrá convenir  esta interconexión con organismos públicos
extranjeros  u  organizaciones  internacionales,  con  los  cuales  haya  celebrado
convenios o memorándum de entendimiento;

n)  En  casos  graves  y  calificados  de  investigaciones  destinadas  a  acreditar
conductas  de  las  descritas  en  la  letra  a)  del  artículo  3°,  solicitar,  mediante
petición fundada y con la aprobación previa del Tribunal de Defensa de la Libre
Competencia, autorización al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago
que  corresponda  de  acuerdo  al  turno,  para  que  Carabineros  o  la  Policía  de
Investigaciones,  bajo  la  dirección  del  funcionario  de  la  Fiscalía  Nacional
Económica que indique la solicitud, proceda a:

   n.1) Entrar a recintos públicos o privados y,  si fuere necesario,  a allanar y
descerrajar;
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   n.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y documentos que permitan
acreditar la existencia de la infracción;

   n.3) Autorizar la interceptación de toda clase de comunicaciones, y

   n.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios de comunicaciones, que
facilite copias y registros de las comunicaciones transmitidas o recibidas por ella.

La circunstancia de haber concurrido a la aprobación referida precedentemente,
no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre
Competencia para conocer del proceso.

Para otorgar la autorización a que se refiere el párrafo primero, el Ministro de
Corte de Apelaciones deberá verificar la existencia de antecedentes precisos y
graves acerca de la existencia de prácticas de colusión, reunidos por la Fiscalía
con anterioridad a la solicitud de autorización para hacer uso de las facultades de
esta  letra.  En  la  autorización,  se  deberá  especificar  con  precisión,  la
singularización  de las  medidas,  el  tiempo por  el  cual  podrán ejercerse  y  las
personas a las que dichas medidas pueden afectar.

El ejercicio de las facultades conferidas en el párrafo primero, deberá sujetarse a
los requisitos y formalidades establecidos en los artículos 205; 207; 208; 209,
incisos  primero,  segundo  y  tercero,  no  siendo  aplicable  la  remisión  de  los
antecedentes al fiscal regional para los efectos previstos en este último inciso;
210; 212 a 214, y 216 a 225, salvo el inciso tercero del artículo 222, del Código
Procesal Penal. Sin perjuicio de lo anterior, la Fiscalía no podrá interceptar las
comunicaciones  entre  el  sujeto  investigado  y  aquellas  personas  que,  por  su
estado, profesión o función legal, como el abogado, médico o confesor, tuvieren
el deber de guardar el secreto que se les hubiere confiado.

Las  expresiones  "fiscal"  o  "Ministerio  Público"  a  que  hacen  referencia  las
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disposiciones del Código Procesal Penal, se entenderán hechas, para los efectos
de la presente ley, al "Fiscal Nacional Económico".  Las referencias a "juez" o
"juez  de  garantía",  se  entenderán  efectuadas  al  Ministro  de  la  Corte  de
Apelaciones señalado en el párrafo primero de este literal; las alusiones a "juicio
oral"  se  entenderán  al  "procedimiento",  y  las  efectuadas  a  "imputado"  se
entenderán hechas al "afectado".

En caso que la Fiscalía no cumpliere con alguno de los requisitos o formalidades
indicados en el párrafo cuarto, los afectados podrán reclamar ante el Ministro de
Corte de Apelaciones a que se refiere el párrafo primero, el que resolverá de
forma inmediata, en una sola audiencia, sin forma de juicio y oyendo a las partes.

Acogido  a tramitación el  reclamo,  se citará a la  audiencia  respectiva para el
quinto día hábil. A la audiencia deberán comparecer los afectados y la Fiscalía
Nacional Económica, debidamente representados, con todos los antecedentes o
medios de prueba con los que cuenten para fundar sus respectivas posiciones.
El reclamo deberá ser interpuesto dentro del plazo de diez días corridos, desde
que  aparezca  o  se  acredite  que  quien  deba  reclamar  tuvo  o  debió  tener
conocimiento del vicio o defecto que funda el reclamo. Los afectados deberán
reclamar en un único acto de todos los incumplimientos relativos a una misma
diligencia investigativa o actuación. Como medida para mejor resolver, el Ministro
de Corte de Apelaciones podrá decretar, de oficio o a petición de parte, todas las
medidas que estime convenientes.  De la decisión del Ministro podrá apelarse
para  ante  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  dentro  de  quinto  día.  La
apelación  se  conocerá  con  preferencia  a  otros  asuntos,  sin  que  proceda  la
suspensión de la vista de la causa por la causal del N° 5 del artículo 165 del
Código  de  Procedimiento  Civil.  En  contra  de  la  sentencia  que  resuelva  la
apelación no procederá recurso alguno.

Los resultados de las actuaciones establecidas en el párrafo primero, no podrán
ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento ante los tribunales,
cuando  el  desempeño  o  ejercicio  de  ellas  hubiere  tenido  lugar  fuera  de  los
supuestos establecidos en la ley o cuando no se hubieren cumplido los requisitos
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previstos para su procedencia y hubiere sido declarado así, en la forma señalada
en el párrafo precedente, por el Ministro de Corte de Apelaciones allí referido.

Los  antecedentes  que  se  obtengan  en  virtud  del  ejercicio  de  las  facultades
contenidas en esta letra, no podrán ser utilizados por la Fiscalía en ninguna otra
investigación, salvo que medie una nueva autorización judicial;

ñ) Suscribir  acuerdos extrajudiciales con los agentes económicos involucrados
en sus investigaciones,  con el  objeto de cautelar  la  libre  competencia en los
mercados.

El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una sola audiencia, sin forma de
juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,  dentro  del  quinto  día  hábil  de
recibidos  los  antecedentes,  durante  la  cual  podrá  escuchar  alegatos  de  las
partes  comparecientes  al  acuerdo,  así  como  el  parecer  de  quienes  tengan
interés legítimo. Se presumirá que tienen interés legítimo el Servicio Nacional del
Consumidor  y  las  asociaciones  de  consumidores  establecidas  en  la  ley
N°19.496. El Tribunal deberá aprobar o rechazar el acuerdo en un plazo máximo
de  quince  días  hábiles,  contados  desde  la  fecha  de  la  audiencia.  Estas
resoluciones  una  vez  ejecutoriadas  serán  vinculantes  para  las  partes  que
comparecieron  al  acuerdo  y  en  su  contra  sólo  procederá  el  recurso  de
reposición;

o) Fijar los umbrales y recibir las notificaciones a que se refiere el artículo 48,
sometiéndolas al procedimiento contemplado en el Título IV de esta ley;

p) Realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, en cuyo
caso podrá ejercer las facultades contempladas en las letras f), g), h), j), k), l) y
m) de este artículo y efectuar recomendaciones a órganos del Estado y agentes
económicos.
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En  el  ejercicio  de  las  facultades  contempladas  en  las  letras  h)  y  j)  de  este
artículo, las personas naturales y los representantes de personas jurídicas a los
que  el  Fiscal  Nacional  Económico  pudiere  irrogar  perjuicio  a  sus  intereses,
podrán solicitar al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia dejar sin efecto
total o parcialmente el respectivo requerimiento en la forma establecida en los
párrafos segundo y tercero de la letra h);

q) Proponer fundadamente al Presidente de la República, a través del ministro de
Estado que corresponda, la modificación o derogación de los preceptos legales o
reglamentarios que estime contrarios a la libre competencia, como también la
dictación de preceptos legales o reglamentarios cuando sean necesarios para
fomentar  la  competencia  o  regular  el  ejercicio  de  determinadas  actividades
económicas  que  se  presten  en  condiciones  no  competitivas.  Este  tipo  de
proposiciones tendrán siempre como antecedente una investigación o un estudio
sobre la evolución competitiva de los mercados;

r) Interponer querella criminal por los delitos establecidos en el artículo 62 y en el
inciso sexto del artículo 39 bis;

s)  Dictar  instrucciones  a  las  que  habrá  de  sujetarse  el  ejercicio  de  las
atribuciones  y  el  cumplimiento  de  los  deberes  acerca  de  los  que  trata  este
artículo, y

t) Las demás que señalen las leyes.
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Artículo 39° bis.- El que intervenga en alguna de las conductas previstas en la
letra a) del artículo 3° podrá ser eximido de la disolución contemplada en la letra
b) del artículo 26 y obtener una  exención o reducción de la multa a que se
refiere  la  letra  c)  de dicho  artículo,  en su caso,  cuando  aporte  a  la  Fiscalía
Nacional  Económica antecedentes  que conduzcan a  la  acreditación  de dicha
conducta y a la determinación de los responsables.

2) Modifícase el artículo 39 bis, como se indica:

i. Suprímese, en el inciso primero, la expresión “exención o”.

Para acceder a uno de estos beneficios, quien intervenga en la conducta deberá
cumplir los siguientes requisitos:

1.-  Proporcionar  antecedentes  precisos,  veraces  y  comprobables  que
representen  un  aporte  efectivo  a  la  constitución  de  elementos  de  prueba
suficientes para fundar un requerimiento ante el Tribunal;

2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía
haya  formulado  el  requerimiento  u  ordene  archivar  los  antecedentes  de  la
solicitud, salvo que la Fiscalía autorice expresamente su divulgación, y

3.-  Poner  fin  a  su  participación  en  la  conducta  inmediatamente  después  de
presentar su solicitud.

Para acceder a la exención de la disolución o multa, en su caso, además de
cumplir  los  requisitos  señalados  en el  inciso  anterior,  quien  intervenga en la
conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía, dentro
del grupo de responsables de la conducta imputada.

Para acceder  a una reducción de la  multa,  además de cumplir  los requisitos
señalados en el inciso segundo, quien intervenga en la conducta deberá aportar
antecedentes  adicionales  a  los  presentados  por  el  primero  que  haya
acompañado antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo. En todo caso,
la  rebaja  de  la  multa  que  solicite  el  Fiscal  en  su  requerimiento  se  limitará
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exclusivamente  al  segundo  que  haya  aportado  antecedentes  y  no  podrá  ser
superior al 50% de la multa que de otro modo habría sido solicitada.

En su requerimiento el Fiscal individualizará a cada interviniente en la conducta
que haya cumplido con los requisitos para acceder a cualquiera de los beneficios
a que se refiere el inciso primero. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta,
no podrá aplicar la disolución o multa a quien haya sido individualizado como
beneficiario de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada por
el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de la
misma,  salvo  que  se  acredite  durante  el  proceso  que  dicho  acreedor  fue  el
organizador de la conducta ilícita coaccionando a los demás a participar en ella.

Quien alegue la existencia de la conducta prevista en la letra a) del artículo 3°,
fundado a sabiendas en antecedentes falsos o fraudulentos con el propósito de
perjudicar  a  otros  agentes  económicos acogiéndose  a los  beneficios  de este
artículo, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

ii. Reemplázase, en el inciso sexto, la frase “presidio menor en su grado máximo”
por “presidio mayor en su grado mínimo”.

Las  investigaciones  de  los  hechos  constitutivos  de  dicho  delito  sólo  serán
iniciadas por querella formulada por la Fiscalía Nacional Económica, sin que sea
aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el artículo 166 del Código Procesal
Penal.

La solicitud de los beneficios contemplados en el presente artículo constituirá un
hecho o  información esencial  para los  efectos  de lo  establecido  en el  inciso
segundo del artículo 10 de la ley Nº18.045, de Mercado de Valores, respecto de
aquellas entidades que están inscritas en el Registro de Valores al que se refiere
la  misma ley.  Tanto  la  existencia  de  la  referida  solicitud  como su  contenido
constituirán hechos o antecedentes reservados, en los términos del inciso tercero
del mismo artículo.
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En ningún caso este régimen de exenciones o reducciones podrá extenderse a la
indemnización de los perjuicios que tuviere lugar.

Artículo 42º.- Las personas que entorpezcan las investigaciones que instruya la
Fiscalía  Nacional  Económica  en  el  ámbito  de  sus  funciones,  podrán  ser
apremiadas con arresto hasta por 15 días.

La orden de arresto se dará por el juez letrado con jurisdicción en lo criminal que
sea competente según las reglas generales, a requerimiento del Fiscal Nacional
Económico,  previa  autorización  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia.

Los funcionarios y demás personas que presten servicios en la Fiscalía Nacional
Económica, estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o
antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus
labores  y,  especialmente,  aquellos  obtenidos  en  virtud  de  las  facultades
indicadas en letras a), g), h), n), o), p) y q) del artículo 39, y en el artículo 41. Sin
perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento
de las funciones de la Fiscalía Nacional Económica y el ejercicio de las acciones
ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia o los tribunales de justicia.

La infracción a esta prohibición  se castigará  con  las  penas  indicadas  en los
artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias
que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán
aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas
en la ley Nº19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio
de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley
N°18.834,  sobre  Estatuto  Administrativo,  y  en la  ley  N°  18.575,  sobre Bases
Generales de la Administración del Estado.

3) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 42, después de “las penas indicadas en
los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal”, la frase “, aumentadas en un
grado”.
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TÍTULO V
     De las Sanciones Penales

Artículo 62°.- El que celebre u ordene celebrar, ejecute u organice un acuerdo
que involucre a dos o más competidores entre sí, para fijar precios de venta o de
compra de bienes o servicios en uno o más mercados; limitar su producción o
provisión;  dividir,  asignar  o  repartir  zonas o  cuotas  de mercado;  o afectar  el
resultado de licitaciones realizadas por empresas públicas, privadas prestadoras
de  servicios  públicos,  u  órganos  públicos,  será  castigado  con  la  pena  de
presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.

4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 62, la frase “presidio menor en su
grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo” por “presidio mayor en sus
grados mínimo a medio”.

Asimismo,  será  castigado  con  inhabilitación  absoluta  temporal,  en  su  grado
máximo, para ejercer el cargo de director o gerente de una sociedad anónima
abierta o sujeta a normas especiales, el cargo de director o gerente de empresas
del Estado o en las que éste tenga participación, y el cargo de director o gerente
de una asociación gremial o profesional.

Para determinar las penas establecidas en los dos incisos anteriores, el tribunal
no tomará en consideración lo dispuesto en los artículos 67 a 69 del Código
Penal ni las reglas especiales de determinación de las penas establecidas en
otras leyes y, en su lugar, aplicará lo siguiente:

1.  Si  no  concurren  circunstancias  atenuantes  ni  agravantes  en  el  hecho,  el
tribunal  podrá  recorrer  toda  la  extensión  de  la  pena  señalada  por  la  ley  al
aplicarla.
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2. Tratándose de la pena establecida en el inciso primero, si concurren una o
más circunstancias atenuantes y ninguna agravante, el tribunal impondrá la pena
en su grado inferior. Si concurren una o más agravantes y ninguna atenuante,
aplicará la pena en su grado superior.

3. Tratándose de la pena establecida en el inciso segundo, si concurren una o
más circunstancias atenuantes y ninguna agravante, el tribunal impondrá la pena
en su grado mínimo. Si concurren una o más agravantes y ninguna atenuante, la
impondrá  en  su  grado máximo.  Para  determinar  en tales  casos  el  mínimo y
máximo de la pena, se dividirá por la mitad el período de su duración: la más alta
de estas partes formará el máximo y la más baja el mínimo.

4.  Si  concurren  circunstancias  atenuantes  y  agravantes,  se  hará  su
compensación racional para la aplicación de la pena, graduando el valor de unas
y otras, y también considerará la extensión del mal producido por el delito.

5. El tribunal no podrá imponer una pena que sea mayor o menor al marco fijado
por la ley, salvo que procedan las circunstancias establecidas en los artículos 51
a 54 del Código Penal.

Será aplicable lo previsto en la ley N°18.216, conforme a las reglas generales.
Sin embargo, la ejecución de la respectiva pena sustitutiva quedará en suspenso
por  un  año,  tiempo  durante  el  cual  el  condenado  deberá  cumplir  en  forma
efectiva la pena privativa de libertad a la que fuere sancionado.

Decreto con fuerza de ley N° 3, que fija texto refundido, sistematizado y
concordado de la ley general de bancos y de otros cuerpos legales que se

indican

TÍTULO I
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Funciones y atribuciones especiales de la Comisión para el Mercado

Financiero en el ámbito bancario

Artículo 14.- La Comisión dará a conocer al público, a lo menos cuatro veces al
año,  información  sobre  las  colocaciones,  inversiones  y  demás activos  de  las
instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley, así como su clasificación y
evaluación  conforme a  su  grado  de  recuperabilidad,  debiendo  la  información
comprender la de todas las entidades referidas. Podrá, también, mediante norma
de carácter general, imponer a dichas instituciones la obligación de entregar al
público informaciones permanentes u ocasionales sobre las mismas materias.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley
N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado
y concordado de la  Ley General  de Bancos y de otros cuerpos legales  que se
indican:

Con el objeto exclusivo de permitir una evaluación habitual de las instituciones
fiscalizadas  en  virtud  de  la  presente  ley  por  firmas  especializadas  que
demuestren un interés legítimo, la Comisión deberá darles a conocer la nómina
de  los  deudores  de  las  entidades  antes  señaladas,  los  saldos  de  sus
obligaciones y las garantías que hayan constituido. Lo anterior sólo procederá
cuando la Comisión haya aprobado su inscripción en un registro especial que
abrirá para los efectos contemplados en este inciso y en el  inciso cuarto del
artículo  154.  La  Comisión  mantendrá  también  una información  permanente  y
refundida  sobre  esta  materia  para  el  uso de las  instituciones  fiscalizadas  en
virtud de la presente ley. Las personas que obtengan esta información no podrán
revelar  su contenido a terceros y,  si  así  lo hicieren,  incurrirán en la  pena de
reclusión menor en sus grados mínimo a medio.

1) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 14, la frase “reclusión menor en sus
grados mínimo a medio” por “reclusión menor en sus grados medio a máximo”.

En todo caso, los bancos deberán cumplir  con la obligación que establece el
artículo 9º de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores, sea que sus acciones
estén o no inscritas en el Registro de Valores. En caso de incumplimiento de
dicha obligación, podrá proporcionar la información la Comisión.
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La  Comisión  deberá  mantener  permanentemente  una  nómina  de  los
depositantes  de  las  instituciones  fiscalizadas  en  virtud  de  la  presente  ley,
indicando  su rol  único  tributario  (RUT),  la  identificación  del  tipo  de cuenta  o
producto y su número de registro interno.

TÍTULO X
Operaciones en el Exterior

Artículo  110.- Los  que  falsificaren  las  letras  de  crédito,  hicieren  circular  o
introdujeren maliciosamente en el territorio de la República las letras falsificadas,
serán castigados con las penas establecidas en el párrafo II del título IV del libro
segundo del Código Penal. 2)  Intercálase,  en  el  artículo  110,  a  continuación  de  “Código  Penal”,  la  frase

“aumentadas en un grado”.

TÍTULO XV
Liquidación forzosa

Párrafo Segundo
De los Delitos Concursales Bancarios

Artículo 141.- Los directores, gerentes u otras personas que hayan participado a
cualquier título en la dirección o administración del banco, serán castigados con
la pena de  presidio menor en sus grados medio a máximo cuando,  en el
desempeño  de  sus  cargos  o  con  ocasión  de  ellos,  hubieren  ejecutado  o
autorizado, a nombre del banco, alguno de los actos u omisiones siguientes:     

1) Reconocido deudas inexistentes.

3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 141, la frase “presidio menor en sus
grados medio a máximo” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor
en su grado mínimo”.

2) Simulado enajenaciones, con perjuicio de sus acreedores.

3) Comprometido en sus negocios los bienes recibidos en el desempeño de un
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depósito de custodia o de una comisión de confianza.

4)  Realizado,  en conocimiento  de la  declaración  de liquidación  forzosa y  sin
autorización del liquidador, algún acto de administración o disposición de bienes
en perjuicio de los acreedores.

5) Pagado, dentro de los quince días anteriores a la declaración de liquidación
forzosa, a un acreedor en perjuicio de los demás, anticipándole el vencimiento de
una obligación.

6) Ocultado, alterado, falsificado, o inutilizado los libros o documentos del banco
y los demás antecedentes justificativos de éstos.

7) Pagado, dentro de los sesenta días anteriores a la fecha de la declaración de
liquidación forzosa, intereses en depósitos a plazo o cuentas de ahorro con tasas
considerablemente superiores al promedio vigente en la plaza en instituciones
similares, o vendido bienes de su activo a precios notoriamente inferiores al de
mercado, o empleado otros arbitrios ruinosos para proveerse de fondos.

8)  Infringido  en  forma reiterada  los  márgenes  de  crédito  a  que  se refiere  el
artículo 84, Nos 1, 2 y 4, o los que rigen la concesión de avales o fianzas, o
ejecutado  cualquier  acto  con  el  objeto  de  dificultar,  desviar  o  eludir  la
fiscalización de la Comisión, que no sea de los comprendidos en el artículo 158,
dentro del año anterior a la fecha de la declaración de la liquidación forzosa.

9) Celebrado contratos u otro tipo de convenciones en perjuicio de su patrimonio,
con las personas naturales o jurídicas a que se refiere el artículo 84, número 2.
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10)  Incurrido en déficit  en el  cumplimiento  de la  obligación que le  impone el
artículo 65, durante los noventa días anteriores a la declaración de liquidación
forzosa.

11)  Ejecutado  dolosamente  cualquier  operación  que  disminuya  su  activo  o
aumente su pasivo.

El delito establecido en este artículo es de acción pública.

TÍTULO XVI
Secreto Bancario y otras normas

Artículo  154.- Las  operaciones  de  depósitos  y  captaciones  de  cualquier
naturaleza que reciban los bancos en virtud de la presente ley estarán sujetas a
secreto bancario  y  no podrán proporcionarse antecedentes  relativos  a dichas
operaciones sino a su titular o a quien haya sido expresamente autorizado por él
o a la persona que lo represente legalmente. El que infringiere la norma anterior
será sancionado con la pena de  reclusión menor en sus grados mínimo a
medio.

4) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 154, la frase “reclusión menor en
sus grados mínimo a medio” por “reclusión menor en su grado medio a máximo”.

Las demás operaciones quedarán sujetas a reserva y los bancos en virtud de la
presente ley solamente podrán darlas a conocer a quien demuestre un interés
legítimo  y  siempre  que  no  sea  previsible  que  el  conocimiento  de  los
antecedentes pueda ocasionar un daño patrimonial al cliente.

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  no  será  aplicable  a  los  casos  en  que  la
Comisión, en virtud de lo establecido en el numeral 35 del artículo 5 de la ley N°
21.000,  que  crea  la  Comisión  para  el  Mercado  Financiero,  deba  remitir
antecedentes  a  la  Unidad  de  Análisis  Financiero,  pudiendo  en  dichos  casos
enviarle la información bancaria sujeta a reserva que le fuere necesaria a dicha
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Unidad para evaluar el inicio de uno o más procedimientos administrativos en los
términos señalados en el Título II de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de
Análisis Financiero.

Asimismo, con el objeto de evaluar la situación del banco y sin perjuicio de lo
señalado en el inciso segundo del presente artículo, éste podrá dar acceso a
firmas especializadas del detalle de las operaciones que allí  se señalan y sus
antecedentes. Dichas entidades quedarán sometidas a la reserva establecida en
el precitado inciso y deberán estar aprobadas por la Comisión e inscritas en el
registro de carácter público que la Comisión abrirá para estos efectos.

La justicia ordinaria y la militar, en las causas que estuvieren conociendo, podrán
ordenar la remisión de aquellos antecedentes relativos a operaciones específicas
que tengan relación directa con el proceso, sobre los depósitos, captaciones u
otras operaciones de cualquier naturaleza que hayan efectuado quienes tengan
carácter de parte o imputado en esas causas u ordenar su examen, si  fuere
necesario.

Los  fiscales  del  Ministerio  Público,  previa  autorización  del  juez  de  garantía,
podrán asimismo examinar o pedir que se les remitan los antecedentes indicados
en el inciso anterior, que se relacionen directamente con las investigaciones a su
cargo.

Con todo,  en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos  en los
artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero,
los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada
por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código
Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias
de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier
naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que
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sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquélla.

En todo caso, los bancos podrán dar a conocer las operaciones señaladas en los
incisos anteriores en términos globales, no personalizados ni parcializados, sólo
para  fines  estadísticos  o  de  información  cuando  exista  un  interés  público  o
general comprometido, calificado por la Comisión.

Salvo lo dispuesto en otras leyes que contemplen procedimientos especiales, los
antecedentes  sujetos  a  secreto  o  reserva  que  se  requieran  a  un  banco
fiscalizado en virtud de lo dispuesto en este artículo deberán ser entregados por
éste dentro del plazo de diez días hábiles bancarios, contado desde la recepción
de la solicitud del titular o a quien éste autorice, en el caso del secreto; o bien,
desde que se encuentren acreditados los requisitos  establecidos  en el  inciso
segundo de este artículo para efectos de la información sujeta a reserva. Con
todo, si así lo solicitare el banco requerido, la Comisión podrá prorrogar dicho
plazo  por  diez  días  hábiles  bancarios  adicionales  cuando  la  naturaleza,
antigüedad y/o volumen de la información solicitada así lo justificare.

La  omisión  total  o  parcial  en  la  entrega  de  dichos  antecedentes  podrá  ser
sancionada por la Comisión de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 y
siguientes de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

TÍTULO XVII
Sanciones Penales

Artículo 157.- Los  directores y  gerentes  de una institución fiscalizada  por  la
Comisión,  en  virtud  de  esta  ley  que,  a  sabiendas,  hubieren  hecho  una
declaración falsa sobre la propiedad y conformación del capital de la empresa, o
aprobado o presentado un balance adulterado o falso, o disimulado su situación,
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especialmente  las  sumas  anticipadas  a  directores  o  empleados,  serán
castigados con reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa de
mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

5) Sustitúyese, en el artículo 157, la frase “reclusión menor en sus grados medio a
máximo” por “reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado
mínimo”.

Artículo  158.- Los  accionistas  fundadores,  directores,  gerentes,  funcionarios,
empleados o auditores externos de una institución sometida a la fiscalización de
la Comisión, en virtud de esta ley que alteren o desfiguren datos o antecedentes
en  los  balances,  libros,  estados,  cuentas,  correspondencia  u  otro  documento
cualquiera o que oculten o destruyan estos elementos, con el fin de dificultar,
desviar  o  eludir  la  fiscalización  que  corresponde  ejercer  a  la  Comisión  de
acuerdo con la ley, se les aplicará la pena de presidio menor en sus grados
medio a máximo.

6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 158, la frase “presidio menor en sus
grados medio a máximo” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor
en su grado mínimo”.

La misma pena se les aplicará si, con el mismo fin, proporcionan, suscriben o
presentan esos elementos de juicio alterados o desfigurados. Esta disposición no
excluye la aplicación de las reglas previstas en los artículos 14 a 17 del Código
Penal.

Artículo 159.- Si un banco omitiere contabilizar cualquiera clase de operación
que afecte el patrimonio o responsabilidad de la empresa, su gerente general o
quien haga sus veces será sancionado con reclusión menor en su grado
medio a máximo.

7) Reemplázase, en el artículo 159, la frase “su gerente general o quien haga sus
veces será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo” por “su
gerente general o quien haga sus veces será sancionado con reclusión menor en
su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo”.

Artículo 160.- El que obtuviere créditos de instituciones de crédito, públicas o
privadas,  suministrando  o  proporcionando  datos  falsos  o  maliciosamente
incompletos  acerca  de  su  identidad,  actividades  o  estados  de  situación  o
patrimonio, ocasionando perjuicios a la institución, sufrirá la pena de  presidio
menor en sus grados medio a máximo.

8) Reemplázase, en el artículo 160, la frase “presidio menor en sus grados medio a
máximo” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado
mínimo”.
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Artículo 161.- Los directores, gerentes, administradores o apoderados que, sin
autorización  escrita  de  la  Comisión,  acuerden,  ejecuten  o  hagan  ejecutar
cualquiera de los actos prohibidos en virtud del artículo 116 de la presente ley,
serán sancionados con presidio menor en sus grados medio a máximo. 9) Sustitúyese, en el artículo 161, la frase “presidio menor en sus grados medio a

máximo” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado
mínimo”.”.
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